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V

Presentación

Del 9 al 11 de septiembre de 2015 se celebró en la Facultad de Derecho de 
la Universidad de La Habana el I Simposio Brasil-Cuba de Derecho Público, 
un evento binacional organizado por el Departamento de Estudios Jurídicos 
Básicos de dicha facultad, por la Sociedad Cubana de Derecho Constitucional y 
Administrativo de la Unión Nacional de Juristas de Cuba y por la Facultad de 
Derecho de Recife de la Universidad Federal de Pernambuco (Brasil).

La idea de un encuentro científico de esta naturaleza cobró cuerpo definitivo 
a inicios del propio 2015, cuando tuve la oportunidad de conocer personalmente 
y reunirme aquí en Cuba con varios profesores y abogados del Estado brasileño 
de Pernambuco, encabezados por el profesor Dr. Francisco de Q. B CAVALCANTI, 
quienes nos visitaban con motivo del Congreso Internacional de Derecho de 
Seguros que sesionaba por esos días en el emblemático Hotel Nacional, en la 
capital cubana. Entre esos profesionales brasileños viajaba mi querido amigo 
Bruno Novaes Bezerra CAVALCANTI, reconocido abogado del nordeste brasileño, 
a quien no conocía personalmente, pero con quien desde tiempo antes había 
trabado una entrañable amistad vía correo electrónico, que nos llevó a coordi-
nar de conjunto un libro sobre concesiones administrativas.1 Por lo que había 
ya importantes antecedentes de colaboración científica entre nosotros, y solo 
faltaba sellar esta amistad de trabajo y promoción conjunta del saber iuspúblico, 
con un encuentro que nos reuniera al efecto.

Nada más propuse la idea de un posible evento científico con participantes 
de Brasil y Cuba, Bruno, con su entusiasmo de siempre, la hizo suya; y a ella 
se sumaron inmediatamente los profesores Francisco de Q. B CAVALCANTI y 
Walber DE MOURA AGRA, sin dudas los impulsores definitivos del lado brasile-
ño que hicieron posible congregarnos luego en La Habana y llevar a cabo tan 
magnífico encuentro. Francisco de Q. B CAVALCANTI, actualmente decano de la 
Facultad de Derecho de Recife (Universidad Federal de Pernambuco) es un 
prestigioso exjuez y profesor titular de Derecho Administrativo en su país. Por 
su parte, Walber DE MOURA AGRA, profesor de Derecho Constitucional, es una 
de las plumas más autorizadas en Derecho Electoral del gigante suramericano. 
Con tales predisposiciones de espíritu para dar un paso seguro en pos de estre-
char relaciones de cooperación institucional, académica y científica, solo hizo 

1 MATILLA CORREA, Andry y CAVALCANTI, Bruno (Coordinadores): Estudios latinoa-
mericanos sobre concesiones y PPP, Ratio Legis Librería Jurídica, Salamanca, 2013, 
388. p.
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falta convocar a los participantes de ambos lados, para que con su presencia 
y participación hicieran parte activa en la materialización del empeño. Y así 
fue. Durante las sesiones de trabajo en el marco del I Simposio Brasil-Cuba 
de Derecho Público, coincidieron profesionales del Derecho de estos dos paí-
ses latinoamericanos, algunos de reconocido prestigio y con trayectoria más o 
menos consolidada en las andanzas académicas, científicas y profesionales del 
Derecho; jóvenes otros, pero todos enfrascados en dejar constancia de sus me-
jores saberes a propósito de las cuestiones que presentaron, en función de hacer 
provechosas las jornadas de trabajo vividas.

De tal suerte, pudimos desarrollar dos días de interesantes presentaciones, 
que nos acercaron a la realidad de tópicos elegidos por los disertantes, dentro 
de la mar de cuestiones que involucran la realidad teórico-práctica del Derecho 
Público en ambos países. Temas esos de clara actualidad, importantes dentro 
del debate jurídico de ambos espacios geográficos; pero también que nos per-
mitieran a todos los participantes conocer mejor algo de la realidad jurídica de 
Brasil y de Cuba, comparar experiencias, extraer lecciones y divulgar el acon-
tecer científico, en lo jurídico y en lo tratado, de ambos países. 

Un espacio de intercambio profesional como el que nos convocó bajo la de-
nominación de I Simposio Brasil-Cuba de Derecho Público, ha sido algo inédito 
hasta ahora, al menos en lo que al Derecho Público se refiere, para las comu-
nidades iuspublicísticas brasilera y cubana. Sin embargo, no dejaba de ser un 
anhelo de algunos de nosotros llevar a cabo algo de esta naturaleza entre Brasil 
y Cuba, consciente de la importancia y utilidad de un evento científico, aun en 
dimensiones modestas. Y es que, a pesar del idioma y de otras cuestiones que 
nos singularizan a unos y a otros, hay mucho en el Derecho que nos acerca, y 
que permite apreciar a Cuba y a Brasil dentro de una órbita cultural, en lo jurí-
dico, en la que se divisan claros puntos de contactos.

Brasil es un país que se coloca hoy a la vanguardia del desarrollo jurídico 
en América Latina, tanto en lo teórico como en lo práctico; con una capaci-
dad impresionante de producción bibliográfica sobre cuestiones jurídicas, que 
propicia la circulación de ideas y hace muy rico el debate jurídico. Aún así, el 
Derecho brasileño, y en especial el Derecho Público como segmento que nos 
convocó, nos es prácticamente desconocido a los cubanos �barreras idiomáticas 
a un lado�; como también les es desconocido a los brasileros el Derecho cubano. 
Muchas causas pueden esgrimirse para intentar explicar ese desconocimiento 
de uno y otro lado; pero lo cierto es que, quizás, al día de hoy, esto no es lo 
importante y a lo que se debe mirar con detenimiento, sino que la vista y los 
esfuerzos debemos colocarlos en construir puentes de acercamiento para divul-
gar mejor, para dar a conocer con mayor acierto lo que acontece en uno u otro 
espacio, tanto en lo teórico como en lo práctico, y que configura el panorama 
identitario del Derecho allá y aquí. 

Precisamente en función de eso último, y con la claridad de dejar una huella 
indeleble de este primer encuentro brasilero-cubano de Derecho Público, ambas  
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partes coincidimos en la necesidad de dejar por escrito, y recogidas en un libro, 
todas las ponencias que se presentaron en el marco del I Simposio Brasil-Cuba 
de Derecho Público. No solo como mero souvenir de tan buen encuentro, sino, 
sobre todo, como forma de que lo principal de lo allí tratado pudiera trascender 
el perímetro estrecho (temporal y espacial) de ese simposio, y llegar, de este 
modo, a interesados �ojalá que a muchos� que no pudieron concurrir a las se-
siones de trabajo del simposio, o que simplemente no llegaron a conocer nunca 
de la celebración de este evento. 

Justo es decir que sin la ayuda desinteresada del profesor Walber DE MOURA 
AGRA, de Bruno Novaes Bezerra CAVALCANTI, de Ernesto TZIRULNIK (brasileños 
los tres), de Yamila GONZÁLEZ FERRER (vicepresidenta de la Unión Nacional de 
Juristas de Cuba) y de la Editorial UNIJURIS (de la Unión Nacional de Juristas 
de Cuba), el empeño de ver materializado este libro no hubiera sido posible. 
Como tampoco hubiera sido posible hacer este libro, si los autores de los traba-
jos que aquí figuran, a pesar de los tantos compromisos laborales y personales, 
y del poco tiempo disponible, no hubieran concurrido prestos a nuestra con-
vocatoria, y ajustándose a tan corto período de tiempo, nos hicieran llegar las 
versiones escritas de las ponencias presentadas. 

En definitiva, es esta una obra coral, levantada de conjunto con el esfuerzo y 
la aportación conscientes de manos brasileñas y cubanas, como pequeño botón 
de muestra de lo que se produce hoy sobre Derecho Público en ambas latitudes 
latinoamericanas; y sin mayores aspiraciones que la de seguir divulgando y 
tributando al debate jurídico en nuestros dos espacios geográficos y �si se mira 
algo más allá� al del espacio latinoamericano.

De algún modo, ya se ha dado un primer paso decidido, en lo que al De-
recho Público se refiere, para dejar a un lado la distancia geográfica que nos 
separa a Brasil y a Cuba. Con ese paso, se ha puesto en claro que eventos como 
el realizado en septiembre de 2015, y libros como este son modos efectivos de 
acercamiento y de construcción certera de amistad, que dejan una sensación de 
tal cercanía que, al cobijo de ese sentimiento, nos creemos compulsados a seguir 
pensando en nuevos encuentros científicos y en nuevos empeños bibliográficos; 
siempre sobre la base de que unos y otros deben resultar de interés y utilidad 
para nuestras comunidades jurídicas, como razón cierta para hacer permanente 
y palpable esa impresión de cercanía. 

Dr. Andry MATILLA CORREA

Profesor Titular de Derecho Administrativo
Facultad de Derecho, Universidad de La Habana

Presidente de la Sociedad Cubana de Derecho Constitucional y 
Administrativo de la Unión Nacional de Juristas de Cuba

La Habana, junio de 2016.



353

Seguro y solidarización: la frontera  
entre lo público y lo privado

ERNESTO TZIRULNIK*

Inicialmente, agradezco, en las personas de los Profesores Andry MATILLA 
CORREA, Walber DE MOURA AGRA y Bruno CAVALCANTI la invitación para com-
partir con Uds. la oportunidad de este I Simposio Cubano-Brasileño de Dere-
cho Público y una vez más estar en la Facultad de Derecho de la Universidad 
de La Habana.

Cuba me ha sido siempre muy generosa. No solo por coincidencia soy un 
Ernesto nacido en 1959. La homonimia con mi abuelo materno, decía mi papá, 
un inmigrante ucraniano judío que en sus primeros pasos ha sido sociólogo y 
periodista, ha proporcionado doble causa.

Después, Cuba fue mi primer destino internacional cuando siendo estudian-
te de derecho Brasil vivía una dictadura militar y teníamos como reto luchar 
por una sociedad libre, justa y solidaria.

Cuba también ha ofrecido un verdadero hogar a una de mis hijas, que estu-
dió en la Facultad de Cine de San Antonio de los Baños.

En 2007 Cuba me proporcionó un viaje inolvidable con mi principal com-
pañero de lucha por un derecho democrático de seguro, el hermano muy queri-
do, Flávio QUEIROZ, tío y compañero de bufete del profesor Bruno CAVALCANTI, 
que si no puede estar físicamente con nosotros, felizmente nos dejó magnificas 
memorias y muchos amigos sucesores.

Flavio y yo, en esa oportunidad, participamos de un congreso de derecho 
contractual y nos aproximamos al profesor Alejandro VIGIL, que hizo el contac-
to, y al profesor PÉREZ GALLARDO, que dirigía el congreso, haciendo nacer más 
un vínculo académico y de amistad que espero sea expansivo, como es prueba 
este simposio, y que nunca se apague.

Inmerecidamente, en 2011, me han proporcionado el honor de ser corres-
ponsable de la Sociedad de Derecho Económico y Financiero de la Unión Nacional 

de Juristas de Cuba, calificación que ostento siempre que publico algo.

Espero, en la medida de lo posible, no decepcionarlos. 

* Presidente del Instituto Brasileño de Derecho de Seguro (IBDS).
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Por favor considérenme un simple alumno-expositor, pues mi área de traba-
jo y pesquisa es el derecho de seguro, un microcosmos comparado con el objeto 
de investigación de los demás profesores. Además, soy un empírico del derecho, 
con ocasionales experiencias docentes, y no un verdadero académico y profesor.

El tema que me han confiado los organizadores de este simposio, que une 
aún más a Cuba y Brasil, es �Seguro y solidarización: la frontera entre lo públi-
co y lo privado�. El título de la ponencia define su objeto. 

Como es evidente, el accidente ya no es identificado como obra de la divini-
dad o providencia, ni del destino o acaso. El accidente también ya no es primor-
dialmente el resultado de los conflictos entre los hombres, ni un problema que 
surge para los hombres ante los hechos de la naturaleza.

El accidente está añadido al desarrollo social, económico y tecnológico. 
Los accidentes son hechos normales y relevantes en la sociedad contempo-

ránea. Se desarrollan con el desarrollo. 
La teoría jurídica de la responsabilidad que evolucionó de la pena privada, 

pasando por la transacción, por la responsabilidad aquiliana, por la culpa presu-
mida, hasta llegar a la responsabilidad objetiva; esa teoría que pasó del derecho 
de la responsabilidad al derecho de daños, no logra solucionar la escala social 
de los accidentes.

Los capitales o economías individuales ya no bastan para enfrentarlos y el 
derecho no tiene cómo dar respuesta simplemente con la atribución de respon-
sabilidad a los individuos y a las sociedades empresariales.

El instituto de la responsabilidad identifica y condena, pero no soluciona. 
La condenación a indemnizar tiene eficacia indemnizatoria muy rara y limitada. 
Transforma, muchas veces, al responsable en una víctima más. 

El riesgo o posibilidad de ocurrir un accidente ya es calculable. Hay ciencias 
que permiten conocer la dimensión cuantitativa de las posibilidades y de los 
efectos de los accidentes. Son la actuaria y la estadística.

Su enfrentamiento, el del riesgo, es necesariamente colectivo. La técnica 
económica que permite este enfrentamiento comunitario es la solidarización 
económica a través del seguro. Sea público, sea privado.

El seguro reúne capitales que permiten la formación del monto necesa-
rio para atribuir garantía a la colectividad, de que sus integrantes, en caso de 
siniestro, serán indemnizados. �Uno para todos, todos para uno� o �unidos ven-
ceremos�.

De ese modo, estimula la audacia de los emprendedores, rumbo al desarrollo 
de las actividades y tecnologías; sin el seguro, nadie se arriesgaría a muchas 
experiencias y todos tendrían que soportar individualmente el riesgo de acci-
dentes, constriñendo sus capacidades.

El seguro, en fin, solidariza la sociedad, (i) permitiendo recomponerse de los 
efectos de los accidentes y (ii) atribuyendo elasticidad a la audacia emprendedo-
ra, de modo de promover el desarrollo. El seguro, además de esos resultados, 
también produce significativo ahorro de capitales.
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Como indica el tema que nos han confiado, la solidaridad social es la funcio-
nalidad perseguida por el seguro. Pero, ¿cómo identificar lo que el seguro tiene 
de colectivo o público, y de privado, y cómo ajustar las fronteras entre estos 
distintos intereses?

Hay muchas maneras de afrontar la cuestión.
No me voy a alargar mucho; el tiempo es poco y el tema muy amplio.
Antes, hago un paréntesis.

Después de casi treinta años de experiencia, inicialmente como gestor del 
departamento legal de una aseguradora; después como abogado de asegurado-
ras, reaseguradoras, corredores de seguros y reaseguros; terminé finalmente 
como abogado de asegurados; al contrario de continuar mis estudios de pos-
tgrado en derecho comercial o civil, opté por desarrollarlos en la cátedra de 
Derecho Económico y Financiero. Mi tesis tiene el título �Seguro de riesgos de 
ingeniería: instrumento para el desarrollo�.

Como mencionaré adelante, también luchamos para excluir la disciplina le-
gal del seguro del Código Civil y evitar que sea incorporada al proyecto de 
Código Comercial. 

Seguimos, de cierto modo, lo que recomienda François EWALD: �Nuestra 
época requiere un derecho de prudencia, capaz de pensar según las reglas del 
juego de su propia transformación, un derecho oportunista, un derecho cuya 
virtud estará menos en la explicación rigurosa de los principios que en la inte-
ligencia del político�.1

Como enseña BAHIA, la función creadora que la interpretación jurídica, ejer-
cida individualmente, promueve con base en principios, especialmente el poder 
judicial, con el pretexto de privilegiar la colectividad en detrimento del indivi-
duo, amenaza conducir a un tipo de �supremacía del público sobre el privado, 
que de modo contumaz se revela como un �pseudopúblico� de algún agente que 
lo privatiza en favor de determinados intereses privados (privilegiados)�.2

Contra las ideas de casi cien años de que no está sujeto a carencia de cober-
tura el suicidio no intencional en el seguro de vida, han sido exitosos los esfuer-
zos de la federación de aseguradoras de vida, y el Tribunal Superior de Justicia 
de Brasil acabó por firmar una orientación en el sentido de que el suicidio no 
intencional está sujeto a carencia de dos años. El argumento más contundente 
utilizado por uno de los Ministros, que tuvo como experiencia la dirección ju-
rídica de bancos y aseguradoras, ha sido de que al pagar los capitales en caso 
de suicidio, sin carencia, el monto colectivo del interés de la colectividad de 
asegurados y la propia solvencia de las aseguradoras son severamente amena-
zados. Gran parte de los Ministros de la Corte se impresionó con el argumento,  

1 EWALD, François: L’  Etat Providence, Ed. Grasset, París, 1986, p. 603.
2 BAHIA, Alexandre: Recursos extraordinários no STF e no STJ: conflito entre interesses 

público e privado, Ed. Juruá, Curitiba, 2009.
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probablemente preocupados en �proteger el interés de la colectividad y el pú-
blico�. La más grande aseguradora de vida de Brasil, sin embargo, tuvo sola-
mente treinta suicidios.

Como resultado, quedan sin cobertura, o dependerán de la clemencia de las 
aseguradoras por dos años los suicidios no planificados, como el que cometió 
un bombero después de no haber soportado el hecho de optar por su propia vida 
y no salvar la de un niño, y también los cometidos para la defesa de la propia 
vida, como es el caso de la persona que, para evadirse de un incendio, salta del 
edificio provocando su propia muerte.

Es un ejemplo de los males que son producidos bajo pretexto de proteger el 
bien común, cuando se deja al saber de los individuos el manejo puro y simple 
de los principios.

Volviendo al tema, en el sentido del seguro, el riesgo es calculable y colec-
tivo. El seguro es el instrumento que la colectividad tiene para promover la 
indemnización de las víctimas, proteger los patrimonios de los responsables y 
evolucionar las técnicas de prevención.

Como decía SHAKESPEARE, �Me quitan la vida al quitarme los medios que me 
permiten vivir�. La indagación �descartiana� es falsa. No se trata de saber si 
existimos o no existimos, sino de si nos es posible seguir existiendo.

Cómo concebir el seguro y, por ende, su derecho, es cuestión puramente 
ideológica. Optamos por hablar del sujeto corporal, viviente, en oposición clara 
al sujeto metafísico de Descartes, el sujeto del liberalismo que, como Harry 
Potter, pretendidamente transforma la ley en igual para todos.

El seguro amplía la libertad de las personas, sean físicas o morales. Él per-
mite que todos sean protegidos en nuestra existencia material y une a todos en 
la lucha contra el accidente.

Una sociedad sin seguro es, como ya se dice, un pájaro sin alas.
Para las sociedades subdesarrolladas, es aún más relevante la solidaridad 

social y económica, por tanto, el seguro.
Desde la acumulación de capitales para promover la indemnización de las 

masas, especialmente las más carentes, hasta el enfrentamiento de los riesgos 
inherentes a las obras de infraestructura y de los siniestros que por cierto su-
cederán, el seguro es el principal instrumento.

Estado, empresas, trabajadores, inversores, todos tienen riesgos que necesi-
tan ser protegidos.

Por ese motivo, muchas cartas constitucionales establecen que el Estado 
tiene por objetivo fundamental la construcción de una sociedad, libre, justa y 
solidaria (art. 3º, inc. I, de la Constitución Federal de la República Federativa 
de Brasil, de 1988).

Ocurre que, en la realidad, la explotación del negocio de seguro tiende a 
privilegiar el resultado de la empresa, sea pública, sea privada, y, por tanto, (i) 
pone en plan la búsqueda de la máxima ampliación de la masa de asegurados, 
adoptando políticas de suscripción de riesgos restrictivas o discriminatorias,  
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(ii) exagera la rentabilidad de las aseguradoras mediante el cobro de primas 
desproporcionales y la compresión de los contenidos contractuales; (iii) pro-
mueve el enriquecimiento injustificado o exagerado de terceros, pagando re-
muneraciones elevadas a los agentes, comisiones desproporcionales a los co-
rredores y otros canales de venta, distribuyendo elevadas sumas a instituciones 
destinadas a formar mano de obra para las aseguradoras, como suelen ser las 
escuelas técnicas de seguro, y(iv) deja de luchar por la retención de primas en 
el país, posibilitando la evasión innecesaria de divisas.

Esos comportamientos, que muchas veces el jurista mira bajo ángulos in-
dividuales y no se percata de que existan, confirmando así su conformidad con 
el derecho, suelen ser objeto de normas administrativas y fiscalización por las 
superintendencias de seguros u otros órganos, en general vinculados a los mi-
nisterios o secretarías de hacienda.

Los organismos estatales y agencias reguladoras, sin embargo, están su-
jetos a la captura ideológica, cuando no por corrupción. La convivencia entre 
los órganos estatales y las empresas de seguro y sus auxiliares, como agentes 
y corredores, es muy constante y tiende a formar a sus funcionarios según una 
visión más conveniente para las aseguradoras, donde muchos de esos funciona-
rios buscarán empleos en el futuro.

No es diferente con los técnicos (actuarios, ajustadores, consultores y pe-
ritos), con los juristas (jueces, profesores de derecho y abogados), y los altos 
funcionarios estatales.

¿Quién es el cliente del cual dependen los técnicos? ¿Quién demanda habi-
tualmente dictámenes de los juristas? ¿Quién contrata abogados ilustres para 
el patrocinio de tantos juicios? ¿Quién promueve seminarios y patrocina la edi-
ción de obras jurídicas y técnicas de seguro? ¿Quién organiza seminarios y 
congresos en agradables hoteles de playa, campo y montaña para los jueces, 
muchas veces invitando también sus familias? ¿Quién tiene citas constantes con 
las autoridades financieras?

Obviamente no serán los asegurados. Es natural que esas actividades sean 
proporcionadas por las aseguradoras y reaseguradoras. Así se forman y vali-
dan entendimientos, interpretaciones y normas tendientes a ser más favorables 
para las aseguradoras que, en general, (i) tornan lícitos comportamientos que 
reducen la libertad de los consumidores, asegurados y beneficiarios; (ii) redu-
cen las masas posibles de ser admitidas en la solidarización por medio del se-
guro; (iii) disminuyen los contenidos o coberturas de seguro y (iv) transfieren 
para el exterior la formulación conceptual de las pólizas, los ajustes de siniestro 
y hasta incluso la jurisdicción estatal a través de compromisos de arbitraje que 
alienan y destierran las soluciones de los conflictos.

La fragmentación metafísica del esquema de pensamiento liberal permite �y 
direcciona� que las empresas, y también las de seguros, desarrollen una acción 
fragmentaria y una especie de cálculo del pirata. Cuando el colonizador español 
saca la plata de Potosí, lleva en contra el aporte para instalación de las minas, 
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refinación del mineral, el costo mínimo del trabajo esclavo indígena, la pérdidas 
de vidas humanas; no considera la destrucción de una civilización indígena que 
tiene su vida material organizada, ni la pérdida de vidas. Así también están cal-
culando las aseguradoras, cuando en Brasil, en los años noventa, pasan a adop-
tar como standard de �producto� el seguro automóvil de perfil, que les permite 
seleccionar un nicho de consumidores más rentable argumentando que cada 
uno está pagando según su propio riesgo y no soportando el coste más agrava-
do de los que no tienen el mismo perfil de riesgo. Las empresas de seguro pasan 
sobre, y no utilizan como elemento de cálculo, el hecho de que están reduciendo 
la base asegurada, que con el seguro automóvil se compran los de responsabi-
lidad civil por accidentes de tránsito y que esto es del interés de la comunidad 
para que sea horizontal y verticalmente protegida; ni toman en cuenta que par-
te sustancial de la colectividad quedará sin seguro y que la teoría jurídica que se 
había construido, según la cual el seguro es ad rem, siendo transferido sin costes 
con la simple venta del automóvil, se va a pique. Asimismo, no consideran que 
su política es una política de discriminación social, anticonstitucional.

¿Cómo mejor garantizar, entonces, los dispares intereses y evitar el apar-
tamiento entre los objetivos de las empresas de seguro y sus auxiliares, y la 
funcionalidad social del seguro según el reto constitucional?

Parece que los Estados nacionales, incluso los comunitarios europeos que 
tienden a la uniformización o compatibilización de sus ordenamientos priva-
dos, confían el reto no solamente a órganos normativos y de supervisión, sino 
fundamentalmente a leyes de control de la actividad aseguradora de leyes de 
contrato de seguro.

La reducción de los instrumentos de Estado, la agravación de la posibilidad 
de captura de las agencias de regulación y supervisión y el creciente decai-
miento de la intervención estatal en la economía, como de forma tónica sucedió 
en Brasil en 2007 y 2008 con la quiebra del monopolio estatal del reaseguro, 
reforzó la importancia de las leyes de contrato.

En las dos últimas décadas, con efecto, se sucedieron innúmeras nuevas le-
yes de contrato de seguro. Apenas para ilustrar, Venezuela en 2001, Suiza y 
Serbia en 2004, Italia en 2005, Dinamarca en 2006, Alemania en 2008, Cuba en 
2009, Perú y Turquía en 2012, Chile y México en 2013, Albania y Bélgica en 
2014, Inglaterra en 2015. 

Brasil lucha por su ley de contrato de seguro desde 2004, cuando fue pre-
sentado al Congreso de la Nación el primer proyecto de ley de contrato de se-
guro de la historia del país por el entonces diputado y hoy Ministro de Justicia 
José Eduardo MARTINS CARDOZO. Ese proyecto tramita desde entonces y ha 
sido confirmado por sucesivas propuestas legislativas, prácticamente idénticas, 
en la Cámara de los Diputados y en el Senado. Es probable que muy pronto sea 
editada nuestra ley. 

Les mostraré apenas algunos de los dispositivos que ilustran cómo se persi-
gue la protección de la funcionalidad pública del seguro:
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Vinculación del negocio privado  
a los objetivos constitucionales

Art. 1º. A atividade seguradora será exercida de modo que se viabilizem 
os objetivos da República, os fins da ordem econômica e a plena capacidade do 
mercado interno, nos termos dos artigos 3º, 170 e 219 da Constituição Federal 
de 1988.

La actividad aseguradora será ejercida de modo que sean viabilizados los 
objetivos de la República, los fines del ordenamiento económico y la plena ca-
pacidad del mercado interno, en los términos de los artículos 3º, 170 y 219 de 
la Constitución Federal. 

Art. 2º. Consideram-se integrantes da atividade seguradora, além dos con-
tratos de seguro, também os contratos necessários à sua plena viabilidade, 
como o resseguro e a retrocessão.

 Son considerados integrantes de la actividad aseguradora, además de los 
contratos de seguro, los demás necesarios para su plena viabilidad, como el 
reaseguro y la retrocesión.

Art. 3º. São consideradas instrumentais à atividade seguradora as correta-
gens de seguros e resseguros, submetidas, no que couber, às determinações da 
presente lei.

Son considerados instrumentales a la atividad aseguradora las intermedia-
ciones de corredores de seguros y reaseguros, sometidas, en lo que es adecuado, 
a las determinaciones de esta ley.

Art. 4º. As reservas e provisões advindas dos pagamentos de prêmios são 
consideradas patrimônio sob gestão dos que exercem a atividade econômica 
seguradora.

Las reservas y provisiones formadas con las primas son consideradas patri-
monio bajo gestión de las aseguradoras.

Art. 5º. Todos os atos praticados no exercício da atividade seguradora serão 
interpretados em conformidade com o disposto no artigo 1º da presente Lei.

Todos los actos praticados en el ejercicio de la atividad aseguradora serán 
interpretados en conformidade con lo previsto en el artículo 1º de esta ley.

Ley brasileña y arbitraje

Art. 9º. O contrato de seguro, em suas distintas modalidades, será regido 
pela presente lei.

§1º Aplica-se exclusivamente a lei brasileira:

I. a os contratos de seguro celebrados por seguradora autorizada a operar 
no Brasil;

II. quando o segurado ou o proponente tiver residência ou domicílio no país;
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III. quando no Brasil situarem-se os bens sobre os quais recaem os interes-
ses garantidos 

 ou
IV. sempre que os interesses garantidos recaiam sobre obras consideradas 

relevantes para o desenvolvimento da infraestrutura brasileira.

Art. 66. A resolução de litígios por meios alternativos não será pactuada 
por adesão a cláusulas e condições predispostas, exigindo instrumento assinado 
pelas partes, e será feita no Brasil, submetida ao procedimento e às regras do 
direito brasileiro.

Paragrafo único. É obrigatória a divulgação dos resumos dos conflitos, sem 
identificações particulares, e das decisões respectivas em repositório adminis-
trado pelo órgão fiscalizador ou por entidade de reconhecida utilidade pública 
dedicada à proteção dos interesses dos segurados e beneficiários de seguro ou 
consumidores em geral.

Eticidad y transparencia

Art. 46. Pelo exercício de sua atividade o corretor de seguro fará jus a co-
missões de corretagem.

§ 1º As comissões pagas aos corretores de seguro deverão ser informadas 
com destaque aos segurados e beneficiários nas propostas de adesão, questioná-
rios e demais documentos do contrato.

§ 2º O corretor de seguro não pode participar dos resultados obtidos pela 
seguradora.

(...)
§4º As comissões pela intermediação somente poderão ser pagas pela se-

guradora quando a participação do intermediário puder conter as atribuições 
previstas no parágrafo único do artigo 44.

Art. 85. O regulador e o liquidante de sinistro atuam à conta da seguradora.
Parágrafo único. É vedada a fixação da remuneração do regulador, do li-

quidante, dos peritos, inspetores e demais auxiliares, com base na economia 
proporcionada à seguradora.

Responsabilización y efectividad

Art. 83 (...)
Parágrafo único. Apurada a existência de sinistro e de quantias parciais de-

vidas ao segurado ou beneficiário, a seguradora deve adequar suas provisões e 
efetuar, em no máximo trinta (30) dias, adiantamentos por conta do pagamento 
final ao segurado ou beneficiário.
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Art. 84. O regulador e o liquidante do sinistro devem prontamente informar 
à seguradora as quantias apuradas a fim de que possam ser efetuados os paga-
mentos devidos ao segurado ou beneficiário.

Parágrafo único. O descumprimento dessa obrigação acarreta a responsa-
bilidade solidária do regulador e do liquidante pelosdanos decorrentes da de-
mora.

Política contra la discriminación

Art. 55. Recebida a proposta, a seguradora terá o prazo máximo de quinze 
(15) dias para cientificar sua recusa ao proponente, findo o qual será conside-
rada aceita.

§ 7º Os critérios comerciais e técnicos de subscrição ou aceitação de riscos 
devem promover a solidarização e o desenvolvimento econômico e social, sendo 
vedadas políticas técnicas e comerciais conducentes à discriminação social ou 
prejudiciais à livre iniciativa empresarial.

Continuidad de la protección

Art. 57. Nos seguros com previsão de renovação automática, a seguradora 
deverá, em até trinta (30) dias antes de seu término, cientificar o contratante de 
sua decisão de não renovar ou das eventuais modificações que pretenda fazer 
para a renovação.

§ 3º O seguro destinado a garantir interesses que recaiam sobre obras con-
sideradas relevantes para o desenvolvimento da infraestrutura brasileira ou 
sobre empreendimentos cuja garantia não possa ser interrompida será pro-
rrogado até sua conclusão, ressalvado o direito da seguradora à diferença de 
prêmio proporcional ao aumento do tempo do contrato durante em razão da 
prorrogação.


